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Consecuencias de la vinculación contractual  
de contratos individuales de préstamos bancarios 
a copropietarios con un contrato de restauración 
de inmueble celebrado por la comunidad  
con un tercero 

La sentencia es original en dos puntos: primero, en decir  
que los copropietarios de una comunidad horizontal son «par-
te contractual» del contrato celebrado por la comunidad con 
un tercero y, segundo, que este contrato está vinculado a los 
contratos de préstamo concertados por un banco con los co- 
propietarios.
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1.	 La Sentencia del Tribunal Supremo  
919/2026

	 La Sentencia del Tribunal Supremo 919/	
/2016, de 16 de junio, pone fin a la deman-
da formulada por veinticuatro propieta-	
rios de una comunidad de propietarios 
contra Pinturas S. A. y el Banco de Santan-	
der en la que solicitan que se condene so-
lidariamente a abonar a cada demandante 
una determinada cantidad de dinero. 

	 El origen es un contrato de obra celebra-
do entre la comunidad de propietarios y 
Pinturas que obligaba a ésta a restaurar 
las fachadas del edificio de la comunidad. 
En el contrato se prevé que los propie- 
tarios que así lo decidan financien su aporta- 
ción mediante la concesión de un prés- 
tamo con la financiera del Banco de San-
tander. En la cláusula tercera del contra-	
to de obra se establece un sistema de 
pago aplazado con la financiera del Ban-
co de Santander por el cual, «cada vecino 
se responsabiliza única y exclusivamen-	
te de la parte de la obra que le correspon-
de pagar según su porcentaje en escritu-
ra». Y se añade que «cada uno de los co-
propietarios confeccionará en función de 
sus necesidades y de manera individua-
lizada el pago de la parte que le corres-
ponda pagar según su porcentaje», pu-	
diendo decidir entre varias formas de finan-	
ciación. 

	 Unos propietarios abonaron su parte del 
precio al contado. Otros optaron por fi-
nanciar su aportación mediante la solici-
tud de un crédito con el Banco de Santan-	
der. Los demandantes pertenecen a este 
segundo grupo y han cumplido puntual-
mente todas las obligaciones de pago 
derivadas del contrato de préstamo. Tan 
pronto se celebraron los contratos de prés- 

tamo, la empresa contratista recibió de la 
entidad bancaria el importe de los prés-
tamos concedidos a los propietarios. Sin 
embargo, la contratista abandonó la eje-
cución de la obra apenas había comen-
zado, incumpliendo así los compromisos 
contractuales asumidos con la comunidad 
de propietarios. Después de las oportunes 
gestiones realizadas por los propietarios 
para recuperar el dinero abonado, inter-
ponen una demanda contra la empresa 
contratista y la entidad bancaria solici-
tando que se condene solidariamente a 
la devolución de las cuotas de amortiza-	
ción abonadas.

	 Esta petición se funda en la cláusula un-
décima del contrato de préstamo, que es-
tablece lo siguiente:

	 Dado que el presente prés-

tamo se concede para fi-

nanciar la adquisición del 

objeto específico señalado 

al inicio de este documen-	

to, y tiene, en consecuencia, 

la consideración de un cré-

dito vinculado a efectos de la 

Ley 16/2011, de Contratos de 

Crédito al Consumo, la par-

te prestataria podrá ejercitar 

frente al banco los mismos 

derechos que ostente frente 

al proveedor del objeto fi-

nanciado, siempre que con-

curran todos los requisitos 

siguientes:

–	 que el objeto del con-

trato financiado no haya 

sido entregado en todo 

o en parte, o no sea con-	

forme con lo pactado en 

dicho contrato, y
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–	 que la parte prestataria 

haya reclamado judicial 

o extrajudicialmente, por 

cualquier medio acredi-

tado en derecho, contra 

el proveedor del obje-	

to y no haya obtenido la 

satisfacción a que tiene 

derecho. 

	 Si la parte prestataria ejerce 

su derecho de desistimien-	

to respecto del contrato ob-

jeto de financiación, dejará 

de estar obligada por el pre-

sente préstamo sin penaliza-

ción alguna.

	 La demanda es desestimada en primera 
instancia, al considerar que los deman-
dantes carecían de legitimación acti-	
va. Este argumento fue confirmado por la 	
Audiencia Provincial. Sin embargo, el Tri-	
bunal Supremo acoge el recurso de ca-
sación al entender que la falta de legiti-	
mación activa efectuada por las senten-	
cias de instancia y apelación no es con-
forme a Derecho. Por esa razón devuelve 
las actuaciones a la Audiencia Provincial 
para que dicte una nueva sentencia en la 
que se examine y resuelva el fondo del 	
litigio. 

	 El grueso de la sentencia del Tribunal Su-	
premo consiste en el tema de la legiti-
mación derivada del contrato de obra. 
La Sala de casación, alegando diversas 
razones atinadas, concluye que esta le-
gitimación existe. A nosotros nos parece 
evidentemente correcta la respuesta ca-
sacional y no vamos a redoblar razones. 
Lo que nos interesa es lo que la Sala afir-
ma –ya evidentemente obiter, al haberse 
devuelto los autos a la Audiencia Provin-

cial para resolución de fondo– respec-	
to del carácter vinculado de los contratos 	
de obra y préstamo, y que, de suyo, no de- 
bería ser relevante en pro o en contra en  
el asunto de la legitimación contra el con-
tratista. Según la Sala, el préstamo está 
sometido a la Ley 16/2011, de Contratos 
de Crédito al Consumo (LCCC), porque 
no concurre la exclusión prevista en el ar-	
tículo 3b de la citada ley. Dispone la sen-	
tencia: 

	 Tampoco puede compartir-

se la alegación de la entidad 

recurrida relativa a la aplica-

ción de la exclusión prevista 

en el artículo 3b de la LCCC, 

ya que los préstamos litigio-

sos no fueron concedidos 

para adquirir o conservar de-

rechos de propiedad sobre 	

terrenos o edificios construi-	

dos o por construir, sino para 

financiar la ejecución de unas 

obras de restauración de fa-

chadas previamente contra-	

tadas. El objeto financiado no 	

era la adquisición de un in-

mueble ni la constitución o 	

conservación de derechos de 	

propiedad sobre éste, sino la 

realización de una obra de 	

restauración («arreglo de vi-	

vienda» en los términos utili-

zados por el contrato de prés-

tamo) perfectamente iden-	

tificada. Por ello, la exclusión 

invocada por la entidad re-

currida no resulta aplicable. 

2.	 ¿Cuál vinculación?

	 El contrato de obra es de naturaleza in-
mobiliaria (restauración de fachadas) y el 
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préstamo se concede con este fin. Cabría 
entonces acudir a la Ley 5/2019 (contra-
tos de crédito inmobiliario al consumo) y 
ver qué pasa. El caso podría hallarse en 
el supuesto de inclusión del artículo 2.1b, 
esto es, «préstamos cuya finalidad sea ad-
quirir o conservar derechos de propiedad 
sobre terrenos o inmuebles construidos 	
o por construir, siempre que el prestatario, 
el fiador o garante sea un consumidor». 
Sería forzado sostener que los comune-
ros están solicitando un préstamo «para 
conservar derechos de propiedad». Por 	
lo demás, como los copropietarios no son 
fiadores ni garantes, sólo podría encajar 	
en el supuesto como deudores prestata-	
rios, que obviamente lo son, según lo di-	
cho. Pero lo más infértil de esta propuesta 	
es que no se sigue nada del hecho de que los 	
dos contratos sean vinculados, porque 	
la norma no contiene reglas aplicables a la 
conexión contractual. Ello obligaría a sal-
tar supletoriamente el Derecho común de 
la vinculación contractual, que en efecto 
no existe tampoco, a pesar de que la ju-
risprudencia, en ocasiones, haya deriva-	
do consecuencias específicas en materia 
de resolución cruzada y plazos de pres-	
cripción.

	 Si eludimos la cuestión de que acaso po-
dría tratarse aquí de un préstamo para 
conservar derecho de propiedad (no 
para conservar inmuebles por medio de 
rehabilitación), la vinculación nos remite 	
a la vigente Ley 16/2011, de Contratos de 	
Crédito («mobiliarios») al Consumo. Así 
lo confirma la norma comunitaria (no de-	
bidamente traspuesta aún) del artícu-
lo 46 de la Directiva de crédito inmobilia-
rio 2014/17 UE.

	 Situados en este terreno, lo que resulta es 
lo que sigue: 

–	 Primero: la ineficacia del contrato (de 
consumo) de obra comporta también 
la ineficacia del crédito (art. 26.2); 
pero el contrato de obra no es ine-	
ficaz de origen, y, para conseguirla 
de modo sobrevenido, hubiera debi-	
do «resolverse» el contrato de obra, 
que no ha ocurrido, ni —como vere-	
mos— puede ocurrir en el supues-	
to presente. 

–	 Segundo: para que proceda la regla 
de conexión que luego glosamos, es 
preciso que los dos contratos «cons-
tituyan una unidad comercial desde 
el punto de vista objetivo», concep-	
to que ahora detalla el artículo 3.20b 
de la Directiva (no traspuesta) de cré-
dito al consumo 2023/2222 UE. Y, de 
acuerdo con esta norma, la vincula-
ción seguramente existe («se conside-
rará que existe una unidad comercial 
cuando, en el caso de que éste sea 
financiado por un tercero, el presta-
mista se sirve de la intervención del 
proveedor de bienes o del prestador 
de servicios en la comercialización, 
preparación o celebración del con-
trato de crédito, o cuando los bienes 
específicos o la prestación de un 
servicio específico vienen expresa-
mente indicados en el contrato de 
crédito»). Más aún, porque el propio 
contrato de crédito del caso hacía 	
mención del carácter vinculado y 
de la aplicación del artículo 29 de 	
la ley. 

–	 Tercero: la vinculación produce una 
suerte de excepción cruzada en el 
sentido de que el consumidor pue-
da utilizar contra el prestamista «los 
mismos derechos» que le correspon-
den contra el prestador de servicios 	
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subyacente, siempre que «no haya ob-
tenido [del contratista] la satisfacción 
a la que tiene derecho» (art. 29.3 de 	

la Ley 16/2011). Es decir, se precisa una 
suerte de beneficio de excusión, que 
en nuestro caso no ha tenido lugar, 
pero que deberá evaluar la Audiencia 
en segunda vuelta.

	 Observemos que la consideración previa 
de la legitimación activa de los comune-
ros demandantes en el contrato de obra 
era –aunque el Tribunal Supremo no lo 
resalta– esencial para extraer las conse-
cuencias de la vinculación. Porque el ar-
tículo 29 de la Ley 16/2011 presupone un 
mismo deudor o contraparte de la presta-
ción característica y del contrato de cré-
dito. De otra forma no se hubiese podido 
asentar el caso en el supuesto de hecho 	
del precepto citado, porque los comune-
ros demandantes y prestatarios no eran 
siquiera fiadores de la deuda sustan-
cial, que les hubiera permitido por este 
solo hecho apelar a la aplicación del ar-	
tículo 29.

3.	 Aplicaciones al caso presente

	 § 1.  ¿Qué derechos tenía la comunidad 
(los copropietarios) contra el deudor in-
cumplidor del contrato de obra subya-	

cente? No tiene sentido hacer valer una 
acción de cumplimiento. Sí pueden re-
clamar por acción independiente de da-

ños y perjuicios (una 
especie de resolu-
ción impropia) por la 	
que cada copropieta-
rio firmante del prés-
tamo reclamará el 
montante del crédito 
entregado y perdi-	
do (por insolvencia) 
por el contratista, 
más los intereses de-
bidos al banco, más 

los intereses de demora, más los daños 
emergentes del deterioro sucesivo de la 
fachada, etcétera. Mas no es posible ni 
justo que estos derechos los pueda ejercer 
también contra el banco enteramente. En 
rigor, lo único que pueden articular con 
sentido es una acción «resolutoria» del 
préstamo, con liberación de la obligación 
de pagar capital e intereses. Pero el con-
trato resuelto obligará a los propietarios a 
devolver la suma recibida y los intereses 
legales, siendo así que estos comuneros 
no tienen en su poder el dinero del capi-
tal porque el banco pagó directamente al 
contratista, que seguramente no está en 
condiciones de devolver.

	 § 2.  Pero para poder «resolver» contra el 
banco, deberían estar en condiciones de 
poder resolver contra el contratista. Mas 
no pueden, porque el contrato de obra 
(no el de préstamo) es mancomunado in-
divisible, y su resolución requiere acuerdo 
de la junta de propietarios, que no va a 
producirse porque un número de comu-
neros carecen de incentivos por no haber 
concurrido a la financiación de tercero. 
De hecho, tampoco podrían provocar la 
ineficacia resolutoria de (cada) contrato de 

La consideración previa de la legitimación 
activa de los demandantes en el contrato 
de obra era esencial para extraer  
las consecuencias de la vinculación
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Para más información, consulte nuestra web www.ga-p.com, o diríjase al siguiente e-mail de contacto: info@ga-p.com.

Advertencia legal: El contenido de este documento no se puede considerar en ningún caso recomendación o asesoramiento legal sobre cuestión alguna.

crédito porque esta acción no es la misma 
que se está haciendo valer contra el con-
tratista.

	 § 3.  No pueden ejercer una excepción in- 
adimpleti contra el banco. Primero, porque 	
no la tienen (ya) contra el contratista. Se-
gundo, porque dejaría a los copropietarios 
y al banco en un estado de perpetua sus-
pensión de sus derechos y deberes.

	 § 4.  Sólo quedaría ejercer furtivamente 
una acción de daños contra el contratis-
ta, que operaría como una resolución im-
propia, y una acción resarcitoria contra el 
banco, en función también de resolución 
impropia.

§ 5.  La Directiva 2023/	
/2225  (no traspuesta) 
«rompe» la unidad ne-
cesaria de la acción de 
arriba y de la de abajo. 
El deudor tendría «de-
recho a ejercitar una ac-	

ción» contra el prestamista, «siempre que 
haya ejercitado una acción» contra el deu-	
dor subyacente (art. 27.2). Pero la cosa 
tampoco funciona en nuestro caso, porque 	
lo que de verdad interesaría al colectivo de 
propietarios deudores es liquidar cruzada-
mente las dos resoluciones, de forma que 
el banco debería liquidar exclusivamen- 
te contra el contratista los derechos y obli-
gaciones derivados del préstamo.

	 § 6.  Quedaría pendiente la suerte de esta 
especie de beneficio de excusión al que 
nos hemos referido. Repárese en la estruc-
tura del petitum posible de la demanda y 
se comprenderá que no cabe una acumu-
lación subjetiva de acciones.

El contrato de obra (no el de préstamo)  
es mancomunado indivisible,  
y su resolución requiere acuerdo  
de la junta de propietarios
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